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Temas: 
DERECHO A LA SALUD / ACCIDENTE DE TRANSITO – FINALIZACIÓN COBERTURA DEL SOAT / PRESTACIÓN OBLIGATORIA DEL TRATAMIENTO PRESCRITO POR EL MEDICO TRATANTE. [E]n este asunto específico como el señor Grajales Ruiz una vez sufrió el accidente de tránsito fue llevado por urgencias a la Clínica Pinares Médica, esta IPS es la responsable de prestarle integralmente la atención que dispongan los galenos para su recuperación. Así mismo, esa IPS tiene la obligación de adelantar las gestiones pertinentes para que el accionante sea intervenido quirúrgicamente, sin que pueda anteponer trámites administrativos o económicos y en caso de que en sus instalaciones no cuenten con los medios indispensables para realizar la cirugía reclamada por esta vía constitucional, deberá garantizar su traslado a otra IPS. Por lo tanto, este Tribunal no tendrá en cuenta los argumentos del impugnante, toda vez que no existe justificación legal para fundamentar su falta de competencia para continuar brindando al señor Grajales Ruiz el servicio médico requerido, el hecho de haberse terminado la cobertura del SOAT con el cual ingresó a esa IPS con ocasión al accidente  sufrido, habida cuenta que la obligación de la Clínica Pinares Médica de suministrar el tratamiento prescrito por los médicos que han valorado al actor durante el tiempo que allí ha estado hospitalizado, se extiende aun si se agotan los fondos del seguro aludido, ya que esa IPS puede exigir el recobro de los excedentes ante la entidad prestadora de salud donde se encuentre afiliado el actor, que para el caso en concreto es la EPS CAFESALUD (Fl. 4), hoy MEDIMÁS, la cual se encargará de continuar brindando los servicios médicos necesarios al accionante una vez este sea dado de alta  o haya ingresado a otra institución de salud por remisión que del mismo cumpla la IPS accionada.
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SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, ocho (8) de septiembre  de dos mil diecisiete (2017)

Aprobado por Acta No.0916
Hora: 
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la Corporación Médica Salud para los Colombianos- Clínica Pinares Médica I.P.S. frente al  fallo proferido el 27 de julio de 2017 por el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora Luz Mélida Quiceno Perdomo, agente oficiosa del señor Jesús Rolando Grajales, en contra del Hospital Universitario San Jorge, Clínica Pinares Médica y la EPS CAFESALUD.



2. ANTECEDENTES
2.1. Informó la señora Luz Mélida Quiceno Perdomo que el señor Jesús Rolando Grajales Ruiz fue víctima de un accidente de tránsito el 21 de junio de 2017, por lo que fue remitido a la IPS Pinares Médica con diagnóstico de “fractura multifracmentaria de tibia y peroné derecho”, donde se encuentra hospitalizado a la espera de una cirugía que no le han realizado, toda vez que dicha clínica no cuenta con los mecanismos necesarios para intervenirlo quirúrgicamente.  De tal manera, que requiere ser remitido urgentemente al Hospital Universitario San Jorge por cuanto allí se cuenta con lo indispensable para  para recibir al paciente, además por ser la IPS con la que la EPS Cafesalud  tiene convenio.  Sin embargo, hasta el momento ninguna de las entidades accionadas ha autorizado el traslado del agenciado.
Por lo anterior, solicitó que se ordene a  la EPS Cafesalud o a quien corresponda, que se autorice y practique la cirugía que requiere el señor Jesús Rolando Grajales Ruíz, pues está en riesgo su salud.

2.2. Se tuvieron como pruebas las aportadas con la demanda, visibles a folios 2 al 10. 

2.3. Mediante auto del 11 de julio de 2017 el A quo avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y ordenó correr traslado de la misma a La EPS Cafesalud, Pinares Médica y al  Hospital Universitario San Jorge (Fl. 12)
3.  RESPUESTAS A LA DEMANDA

3.1. E.S.S HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE DE PEREIRA
Consideró que al tratarse de un accidente de tránsito cuando se vence el monto del SOAT la prestación de los servicios médicos le corresponde a la IPS que brindó la primera atención al paciente, sin anteponer trabas administrativas o económicas según lo dispuesto en el Decreto 056 del 2015. Por lo tanto, en el caso en concreto le corresponde a la IPS PINARES MÉDICA atender la solicitud hecha en la acción de tutela y no al Hospital Universitario San Jorge de Pereira.

Agregó que si el servicio médico solicitado tiene otro origen, son las EPS que tienen la obligación constitucional y legal de garantizar una prestación integral del servicio de salud a sus afiliados, sin tener la posibilidad de negarlos por ser servicios no pos.

Afirmó que la ESS Hospital Universitario San Jorge de Pereira no ha vulnerado derecho fundamental alguno al accionante y solicitó se le desvinculara del trámite tutelar. (Fs. 19 y 20).
3.2. CMS CLÍNICA PINARES MÉDICA
Informó que el accionante fue atendido por la IPS, pero al no contar con la capacidad para realizarle la intervención quirúrgica que requiere, iniciaron un proceso de remisión a una I.P.S  que si contara con los recursos técnicos y médicos, sin que a la fecha se hubiere aprobado el traslado por otra IPS o por su EPS Cafesalud.

Afirmó que a la fecha los gastos médicos quirúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios prestados al señor Grajales Ruíz corresponden a la suma de $19.672.453, monto que excede el valor de la cobertura del SOAT, motivo por el cual es la EPS CAFESALUD la que debe asumir la atención medica pendiente.

Consideró que la entidad realizó la estabilización del paciente y no le negó ningún servicio, por lo que solicitó:  i) exonerar a la Clínica Pinares Médica alguna responsabilidad frente a la presente  acción de tutela al tratarse de un hecho superado ante la atención que el agenciado ha requerido; ii) declarar  probados los fundamentos de derecho que demuestran la inexistencia del nexo causal entre los derechos presuntamente vulnerados al accionante por parte de Clínica Pinares Médica, por cuanto no se ha negó algún servicio y por el contrario, se realizó la atención oportuna en el área de urgencias; iii) declarar que el procedimiento quirúrgico requerido por el accionante lo puede autorizar y prestar la EPS para que lo brinde con su red de servicios de salud en la ciudad de Cali, Medellín o Bogotá a una clínica de cuarto nivel (Fls. 23-31)
Adjuntó copia de la historia clínica del señor Grajales Ruiz (Fls. 33 al 103).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA
Mediante sentencia del 26 de julio de 2016, el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira resolvió tutelar los derechos fundamentales a la salud, en conexidad con la vida en condiciones dignas del señor Jesús Rolando Grajales Ruíz y en consecuencia, ordenó a la Clínica Pinares Médica que en un término de veinticuatro (24) horas contados a partir de la notificación del fallo autorizara el traslado del señor Grajales Ruíz a una institución médica en la cual se le pudiera realizar el procedimiento ordenado por el médico tratante e igualmente, que debía prestarle la atención médica hasta su recuperación. 

Así mismo, dispuso en la sentencia la desvinculación del presente trámite al Hospital Universitario San Jorge (Fls. 104-106)
La Clínica Pinares Médica fue notificada el 28 de julio de 2017 del fallo anterior mediante el oficio Nº675 del 27 de julio de 2017 (folio 111).
5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

La administrador de la CMS Clínica Pinares Médica, mediante un  escrito del 31 de julio de 2017, hizo uso de los mismos argumentos que expuso en la contestación a la demanda de amparo e insistió en las solicitudes allí relacionadas con el fin de que se tengan en cuenta y se revoque la decisión tomada por el A quo  (Fls. 112-120).
Adjuntó copia del certificado de existencia y representación de esa clínica, de la constancia de consumo facturado por la clínica por la atención brindada al accionante y de la historia clínica a nombre del señor Jesús Rolando Grajales Ruíz (Fls. 124-253). 

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada por el juzgado de primer grado se realizó acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocar la sentencia, bajo lo argumentos expuestos por la parte impugnante.

6.3. Sea lo primero indicar que la  Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Frente al tema de la procedencia de la acción de tutela debe decirse que en la jurisprudencia de la Corte Constitucional se han identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i)
Existencia de otro medio de defensa judicial. 
  

ii)
Existencia del Habeas Corpus. 
 

iii)
Protección de derechos colectivos.
  

iv)
Casos de daño consumado.
   

v)
Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto. 
   

vi)
 A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
; la tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria 
.   

La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela
. 

6.4. En el caso sub examine, el  21 de junio de 2017 el señor Jesús Rolando Grajales Ruiz fue llevado por urgencias a la Corporación Médica Clínica Pinares Médica de esta ciudad a raíz de un accidente de tránsito en el que resultó lesionado al presentar una fractura de tibia y peroné derechos, en donde le han prestado los servicios hospitalarios que ha requerido a través del seguro obligatorio de accidente de tránsito SOAT.   Sin embargo, para el procedimiento quirúrgico ordenado por su médico tratante, la Clínica Pinares Médica adujo que no contaba con el equipo necesario y por lo tanto, se había autorizado el traslado del actor a otra IPS con mayor nivel que cuente con la capacidad instalada, pero no había sido posible que alguna IPS aceptara la remisión del mismo, lo que el accionante consideró una vulneración a sus derechos fundamentales a la vida digna y salud.

6.5. Con respecto a las pretensiones del accionante, cabe resaltar que en lo que tiene que ver con el derecho a la salud, éste tiene la connotación de fundamental que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-760 de 2008, en la que concluyó que la salud es un derecho fundamental autónomo:

 “(…) 3.2.1.3. Así pues, considerando que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios específicos a los que las personas tienen derecho. Concretamente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el acceso a un servicio de salud que se requiera, contemplado en los planes obligatorios, es derecho fundamental autónomo. En tal medida, la negación de los servicios de salud contemplados en el POS es una violación del derecho fundamental a la salud, por tanto, se trata de una prestación claramente exigible y justiciable mediante acción de tutela. La jurisprudencia ha señalado que la calidad de fundamental de un derecho no depende de la vía procesal mediante la cual éste se hace efectivo.” (Subrayas nuestras).

Y en otro aparte de la misma sentencia T-760 de 2008, se dispuso:

“Así pues, la jurisprudencia constitucional ha dejado de decir que tutela el derecho a la salud ‘en conexidad con el derecho a la vida y a la integridad personal’, para pasar a proteger el derecho ‘fundamental autónomo a la salud’. Para la jurisprudencia constitucional “(…) no brindar los medica​men​tos previstos en cualquiera de los planes obligatorios de salud, o no permitir la realización de las cirugías amparadas por el plan, constituye una vulneración al derecho fundamental a la salud.” La Corte también había considerado explícitamente que el derecho a la salud es fundamental y tutelable, en aquellos casos en los que la persona que requiere el servicio de salud es un sujeto de especial protección constitucional. Así lo ha considerado la jurisprudencia, por ejemplo, con relación a las personas de la tercera edad.” 
Así mismo, la Ley 1751 de 2015 reconoció al derecho a la salud como fundamental.

6.5.   Ahora bien, en caso de accidente de tránsito el centro asistencial debe prestar un servicio de salud integral. La Ley 100 de 1993 en su artículo 2º literal d, lo establece en los siguientes términos: “Es la cobertura de todas las contingencias que afectan la salud, la capacidad económica y en general las condiciones de vida de toda la población”.
 
6.5.2 Por su parte, el Decreto 056 de 2015 estableció las reglas para el funcionamiento de la Subcuenta del Seguro de Riesgos Catastróficos y Accidentes de Tránsito (ECAT), y las condiciones de cobertura, reconocimiento y pago de los servicios de salud, indemnizaciones y gastos derivados de accidentes de tránsito, eventos catastróficos de origen natural, eventos terroristas o los demás eventos aprobados por el Ministerio de Salud y Protección Social en su calidad de Consejo de Administración del Fosyga, por parte de la Subcuenta ECAT del Fosyga y de las entidades aseguradoras autorizadas para operar el SOAT.  En tal virtud, dicha norma tiene como objetivo, entre otros, garantizar la atención integral de las víctimas que han sufrido daño en su integridad física como consecuencia directa de accidentes de tránsito, cuando no exista cobertura por parte del Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito. Al respecto en su artículo 7º se establece:

"Servicios de salud efectos del presente decreto, los servicios de salud otorgados a las víctimas de accidente de tránsito, de eventos catastróficos de origen natural, de eventos terroristas o de los eventos aprobados por el Ministerio de Salud y Protección Social en su calidad de Consejo de Administración del Fosyga, son los servicios médicos, quirúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios, suministrados a la víctima por un prestador de servicios de salud habilitado, destinados a lograr su estabilización, tratamiento y la rehabilitación de sus secuelas y de las patologías generadas como consecuencia de los mencionados eventos, así como el tratamiento de las complicaciones resultantes de dichos eventos a las patologías que esta traía.

Los servicios de salud que deben ser brindados a las víctimas de que trata el presente decreto comprenden:

1. Atención inicial de urgencias y atención de urgencias.

2. Atenciones ambulatorias intramurales.

3. Atenciones con internación.

4. Suministro de dispositivos médicos, material médico-quirúrgico, osteosíntesis, órtesis y prótesis.

5. Suministro de medicamentos.

6. Tratamientos y procedimientos quirúrgicos.

7. Traslado asistencial de pacientes.

8. Servicios de apoyo diagnóstico y terapéutico.

9. Rehabilitación física.

10. Rehabilitación mental.(…)”
Y en su artículo 9 señala:

Cobertura. Las cuantías correspondientes a los servicios de salud prestados a las víctimas de accidente de tránsito, de evento catastrófico de origen natural, de evento terrorista o de otro evento aprobado, serán cubiertas por la compañía aseguradora del SOAT o por la Subcuenta ECAT del Fosyga, según corresponda, así:

1. Por la compañía aseguradora, cuando tales servicios se presten como consecuencia de un accidente de tránsito en el que el vehículo involucrado se encuentre amparado con la póliza del SOAT, en un valor máximo de ochocientos (800) salarios mínimos legales diarios vigentes (smldv), al momento de la ocurrencia del accidente de tránsito.

En los casos de accidentes de tránsito en que hayan participado dos o más vehículos automotores asegurados, cada entidad aseguradora correrá con el importe de las indemnizaciones a los ocupantes de aquel que tenga asegurado. En el caso de los terceros no ocupantes se podrá formular la reclamación a cualquiera de estas entidades; aquella a quien se dirija la reclamación estará obligada al pago de la totalidad de la indemnización, sin perjuicio del derecho de repetición, a prorrata, de las compañías entre sí.

En los casos de accidentes de tránsito en que hayan participado dos o más vehículos automotores y entre ellos haya asegurados y no asegurados o no identificados, se procederá según lo previsto en el inciso anterior para el caso de vehículos asegurados, pero el reconocimiento y pago de los servicios de salud, indemnizaciones y gastos de los ocupantes del vehículo o vehículos no asegurados o no identificados y el pago a los terceros, estará a cargo del Fosyga.

2. Por la Subcuenta ECAT del Fosyga, cuando los servicios se presten como consecuencia de un accidente de tránsito en el que el vehículo involucrado no se encuentre identificado o no esté asegurado con la póliza del SOAT, en un valor máximo de ochocientos (800) salarios mínimos legales diarios vigentes (smldv), al momento de la ocurrencia del accidente de tránsito.

3. Por la Subcuenta ECAT del Fosyga, cuando tales servicios se presten como consecuencia de un evento terrorista, en un valor máximo de ochocientos (800) salarios mínimos legales diarios vigentes (smldv), al momento de la ocurrencia del evento. El Ministerio de Salud y Protección Social podrá constituir una reserva especial para cubrir los servicios de salud de las víctimas que requieran asistencia por encima de dicho tope.

(…) Parágrafo 3°. Si la víctima cuenta con un plan voluntario, complementario o adicional de salud, podrá elegir ser atendido por la red de prestación de esos planes; en este caso, los primeros ochocientos (800) salarios mínimos legales diarios vigentes (smldv) que se requieran para la atención, serán cubiertos por la compañía de seguros autorizada para expedir el SOAT o por la Subcuenta ECAT del Fosyga, según quien asuma la cobertura, conforme a lo previsto en el presente decreto.

Superada dicha cobertura, se asumirá la prestación con cargo al mencionado plan voluntario, complementario o adicional de salud. Aquellos servicios que se requieran y que no estén amparados o cubiertos por el plan voluntario, complementario o adicional de salud, serán asumidos con cargo al Plan Obligatorio de Salud.”  (Subrayas propias)
  
6.8. A efectos de fijar el cubrimiento de los gastos asistenciales generados por un siniestro, como lo es un accidente de tránsito, la Corte Constitucional señaló unas claras reglas en la Sentencia T-108 de 2015:
 
“(i) Cuando ocurre un accidente de tránsito, todos los establecimientos hospitalarios o clínicos y las entidades de seguridad y previsión social de los subsectores oficial y privado del sector salud están obligados a prestar la atención médica en forma integral a los accidentados[7], desde la atención inicial de urgencias hasta su rehabilitación final, lo cual comprende atención de urgencias, hospitalización, suministro de material médico, quirúrgico, osteosíntesis, órtesis y prótesis, suministro de medicamentos, tratamiento y procedimientos quirúrgicos, servicios de diagnóstico y rehabilitación;
(ii) las aseguradoras, como administradoras del capital con el cual se cubre los tratamientos médicos, no son las encargadas de prestar el tratamiento médico directamente; 
(iii) la institución que haya recibido al paciente, considerando el grado de complejidad de la atención que requiera el accidentado, es responsable de la integridad de la atención médico – quirúrgica; (iv) suministrada la atención médica por una clínica u hospital, éstos están facultados para cobrar directamente a la empresa aseguradora que expidió el SOAT, los costos de los servicios prestados, hasta por el monto fijado por las disposiciones pertinentes, es decir, 500 salarios mínimos diarios legales vigentes al momento del accidente; 
(v) agotada la cuantía para los servicios de atención cubierta por el SOAT y tratándose de víctimas politraumatizadas o que requieran servicios de rehabilitación, la institución que ha brindado el servicio puede reclamar ante el Fondo de Solidaridad y Garantía FOSYGA, subcuenta de riesgos catastróficos y accidentes de tránsito, hasta un máximo equivalente 300 salarios mínimos diarios legales vigentes al momento del accidente; (vi) superado el monto de 800 salarios mínimos diarios legales vigentes indicados, la responsabilidad del pago de los servicios recae sobre la Empresa Promotora de Salud, la empresa de medicina prepagada o la Administradora de Riesgos Profesionales, en los casos en los que el accidente haya sido calificado como accidente de trabajo, a la que se encuentre afiliada la víctima, o, eventualmente, al conductor o propietario del vehículo, una vez haya sido declarada su responsabilidad por vía judicial[8].”
 

3.6  Por ejemplo, en la Sentencia T-558 de 2013 la accionante sufrió un accidente de tránsito, fue atendida en una IPS en la cual le diagnosticaron trauma de rodilla. (…). En esta situación, la Corte indicó que la IPS que atendió y ordenó la cirugía tiene el deber de brindar una atención integral a la víctima del accidente, por lo tanto, debió realizar la remisión pertinente para la realización de la intervención quirúrgica. En este caso la Sala resolvió ordenar a la IPS valorar el estado de salud de la paciente y si aún era necesario, se le realizara la artroscopia diagnostica de rodilla izquierda.
 
3.7 Otro caso fue la Sentencia T-825 de 2011, en el cual una víctima de accidente de tránsito interpuso acción de tutela contra la IPS. Indicó que ingresó a la unidad de urgencia de la IPS, donde le diagnosticaron un “trauma en la muñeca derecha con deformidad y limitación funcional”, razón por la cual le fue ordenada la práctica de una intervención quirúrgica denominada “reducción abierta más osteosíntesis”. 

(…)  Esta Corporación consideró que la IPS al momento de recibir al actor tras sufrir un accidente de tránsito, se hizo responsable de brindarle una atención integral en salud y, por tanto, adquirió el deber constitucional y legal de garantizarle la continuidad en la prestación del servicio. En este caso, esta Corporación ordenó a la IPS se estudiaran y agotaran todas las alternativas tendientes a garantizar la rehabilitación del actor y se emitiera un concepto claro y preciso en el que se indicara el tratamiento a seguir para obtener una óptima recuperación de su mano derecha.
 
(…)  Así mismo, el hospital o la clínica deben propender por brindarle todos los tratamientos, terapias de rehabilitación, medicamentos y cirugías en caso de que el paciente los requiera. En el evento que no se le pueda prestar alguno de los auxilios solicitados, por no contar con los elementos necesarios o con los especialistas, debe indicarle esta contingencia al paciente y proporcionar el traslado al centro médico que se lo suministre”  (Subrayas propias)
6.9. Igualmente,  la Corte Constitucional en la Sentencia T-148 de 2016 señaló que corresponde a la entidad que  haya prestado la atención inicial de urgencias a las víctimas de accidentes de tránsito, brindar la prestación integral de los servicios de salud a las personas y tiene responsabilidad sobre el paciente hasta el momento en que lo dé de alta si no ha sido objeto de remisión, indicando que “Tal atención debe ser integral, incluyendo asistencia en urgencia, hospitalización y rehabilitación -según sea necesario- aun cuando para algunos de estos servicios se requiera remisión, la cual deberá llevarse a cabo bajo la responsabilidad de la entidad que la ordena.”
6.10.  De conformidad con la norma y jurisprudencia transcritas, la Sala considera que en este asunto específico como el señor Grajales Ruiz una vez sufrió el accidente de tránsito fue llevado por urgencias a la Clínica Pinares Médica, esta IPS es la responsable de prestarle integralmente la atención que dispongan los galenos para su recuperación. Así mismo, esa IPS tiene la obligación de adelantar las gestiones pertinentes para que el accionante sea intervenido quirúrgicamente, sin que pueda anteponer trámites administrativos o económicos y en caso de que en sus instalaciones no cuenten con los medios indispensables para realizar la cirugía reclamada por esta vía constitucional, deberá garantizar su traslado a otra IPS.  

6.11.  Por lo tanto, este Tribunal no tendrá en cuenta los argumentos del impugnante, toda vez que no existe justificación legal para fundamentar su falta de competencia para continuar brindando al señor Grajales Ruiz el servicio médico requerido, el hecho de haberse terminado la cobertura del SOAT con el cual ingresó a esa IPS con ocasión al accidente  sufrido, habida cuenta que la obligación de la Clínica Pinares Médica de suministrar el tratamiento prescrito por los médicos que han valorado al actor durante el tiempo que allí ha estado hospitalizado, se extiende aun si se agotan los fondos del seguro aludido, ya que esa IPS puede exigir el recobro de los excedentes ante la entidad prestadora de salud donde se encuentre afiliado el actor, que para el caso en concreto es la EPS CAFESALUD (Fl. 4), hoy MEDIMÁS, la cual se encargará de continuar brindando los servicios médicos necesarios al accionante una vez este sea dado de alta  o haya ingresado a otra institución de salud por remisión que del mismo cumpla la IPS accionada.
Así las cosas, este Tribunal  confirmará la decisión estudiada.

DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo proferido el 26 de julio de 2017 por el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado de Pereira dentro de la acción de tutela interpuesta por la agente oficiosa del señor Jesús Rolando Grajales Ruiz en contra de la IPS Clínica Pinares Médica.  

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión con base en lo dispuesto por el  inciso 2º del artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
�    Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1


�    Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2


�   Decreto 2591 de 1991  , artículo 6-3


�   Decreto 2591 de 1991 , artículo 6-4


�   Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5


�   Sentencia T - 903 de 2008 entre otras


�   Sentencia T - 1219 de 2001


�   Decreto 2591 de 1991,, artículo 38 . Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


�   Sentencia T-409 de 2008


�    Sentencia T-011 de 1997 entre otras.





Página 1 de 10

